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14, apartado 2.e), de la Ley 39/2015, de 2 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, en todos los procedimientos derivados de la regulación contenida en esta ley será obligatoria la relación con 
la Administración a través de medios electrónicos, a cuyo efecto se promoverá que las personas interesadas dispongan 
de los medios electrónicos necesarios».

...

2.2.6. Servicios de Interés General y 
Consumo

2.2.6.2.1.3. Servicios financieros
Como ya hemos tenido ocasión de manifestar reiteradamente, el reconocimiento de los servicios financieros como servi-
cio de interés general implica la necesidad de adoptar medidas para que el acceso a los mismos esté garantizado a todas 
las personas, sin limitaciones o discriminaciones por razón de sus circunstancias personales o su condición económica.

En relación con la atención específica a las personas mayores y con discapacidad, como colectivos especialmente 
vulnerables ante la digitalización progresiva de los servicios financieros, hemos de señalar la información obtenida 
de la  tramitación de la queja 23/5437.

Presentaba la queja una asociación de consumidores ante la falta de respuesta a la solicitud de información presentada 
a la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad sobre el desarrollo del convenio general de colaboración 
suscrito con siete entidades bancarias.

En el informe elaborado por la Dirección General de Personas Mayores, Participación Activa y Soledad no deseada se 
puso de manifiesto que los convenios estuvieron vigentes hasta el 11 de abril de 2023 y que la Consejería se encontraba 
evaluando sus logros y deficiencias para poder iniciar un nuevo proceso en el que poder incluir, además, el compromiso 
por las entidades financieras de detectar situaciones de soledad no deseada entre el colectivo de las personas mayores 
de Andalucía.

Respecto a esta nuevo proceso, en el seno del Órgano Sectorial de los Servicios Financieros también se solicitaba infor-
mación a la Secretaría General de Personas Mayores, siendo la respuesta en el último trimestre de 2024 que no había 
novedades. Confiamos en que, finalmente y sin perjuicio de las medidas que se establezcan a nivel regulatorio, puedan 
desarrollarse los acuerdos oportunos.

...

2.2.6.2.2. Otras cuestiones relacionadas con consumo
Este apartado lo dedicamos a contar nuestra actividad de supervisión de la administración de consumo, ya sea au-
tonómica o local, en el desarrollo de sus competencias en la tramitación de hojas de reclamaciones y de su potestad 
sancionadora ante incumplimientos de la normativa de protección a personas consumidoras.

De nuevo debemos hacer mención a las quejas por dilaciones en la tramitación de reclamaciones o por falta de 
información sobre su resultado. 

En ocasiones esta circunstancia se produce tras el traslado de la reclamación de una administración de consumo a otra, 
realizado en virtud de la competencia sobre tramitación de hojas de reclamaciones, lo cual da cierto lugar a confusión 
por parte de la persona consumidora y no se ha aclarado hasta el momento de tramitación de la queja.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-junta-se-compromete-a-colaborar-con-las-entidades-financieras-para-mejorar-el-trato-a-las
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En otros caso hemos detectado que se utilizaron canales de comunicación informales por parte de la OMIC para trasladar 
la respuesta de la empresa reclamada, por lo que hemos señalado a la administración correspondiente que entende-
mos necesaria una notificación formal de la finalización del trámite de reclamación administrativa ante la empresa. En 
dicha comunicación, además de remitir la respuesta ofrecida por la empresa reclamada, se debería hacer constar por 
escrito las vías de reclamación de que dispone la persona reclamante una vez rechazada su pretensión y, en su caso, la 
posibilidad de iniciar procedimiento sancionador si de la tramitación del expediente se aprecia la posible concurrencia 
de alguna infracción administrativa.

La tramitación de estas quejas también han podido poner de manifiesto que la persona ha sido informada de las 
actuaciones llevadas a cabo desde su OMIC y/o el correspondiente Servicio de Consumo y que se trataría de una dis-
conformidad con la respuesta facilitada por la empresa reclamada o con la negativa de la misma a someterse al 
arbitraje de consumo.

Entonces hemos tenido que aclarar a la persona que nos formuló queja que la actuación administrativa se sujetó a la 
normativa de aplicación, ya que había realizado cuántas actuaciones se encontraban en su ámbito de competencias 
y que  excedía de sus posibilidades la imposición de medidas coactivas o el dictado de resoluciones vinculantes a la 
entidad reclamada. 

En relación con el arbitraje, como vía extrajudicial de solución de conflictos, pusimos de manifiesto en el Informe Anual 
correspondiente al ejercicio 2023 las dilaciones en la actuación de la Junta Arbitral de Consumo de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

Ya dimos cuenta entonces de que esta situación se debía a la falta de medios adecuados para atender en plazo las so-
licitudes de arbitraje que recibía. Asimismo, señalábamos que continuaríamos nuestras actuaciones ante la Dirección 
General de Consumo con objeto de garantizar el derecho a una buena administración, de modo que las solicitudes 
pendientes fueran resueltas en un plazo razonable.

El citado órgano directivo nos informaba en la tramitación de la queja 23/5994 de que el retraso en calificar las solicitu-
des era de seis meses, y en la grabación de las solicitudes ya calificadas, de ocho meses, como consecuencia de la falta 
de personal y el considerable incremento de las solicitudes de arbitraje recibidas, muy especialmente las relativas a los 
suministros energéticos.

En todo caso añadían que para solucionar esta situación se había dedicado un funcionario en exclusiva a la grabación de 
solicitudes y se estaba trabajando para implantar procedimiento robotizado de grabación automática de las solicitudes 
de arbitraje presentadas electrónicamente. 

Pese a que confiábamos en que las medidas adoptadas permitirían ofrecer una respuesta más ágil a la ciudadanía, en 
2024 hemos recibido nuevas quejas por retraso en la tramitación de solicitudes por parte de la Junta Arbitral de Con-
sumo de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

A través de una de ellas hemos podido conocer que la solicitud de arbitraje presentada con fecha 11 de diciembre de 2023 
no fue admitida a trámite hasta el 19 de noviembre de 2024, si bien se procedía a la citación para el acto de la audiencia 
el 11 de diciembre de 2024 (queja 24/8993). 

Es por lo que seguiremos manteniendo nuestra atención sobre la efectiva corrección de las dilaciones observadas en la 
tramitación de solicitudes de arbitraje. 

A este respecto, sin lugar a dudas habrá de contribuir la reducción de solicitudes que hayan de tramitarse por la Junta 
Arbitral de Consumo de la Comunidad Autónoma de Andalucía ya que, desde la entrada en vigor del Real Decreto 
713/2024, de 23 de julio, por el que se aprueba el Reglamento que regula el Sistema Arbitral de Consumo, su competen-
cia para conocer de las solicitudes de arbitraje se reducirá a aquellas que expresamente solicite su intervención 
la persona consumidora.

Esto nos lleva a plantear si el problema no se trasladará al resto de Juntas Arbitrales de Consumo con implantación en 
Andalucía, pues la nueva regulación atribuye el conocimiento de las solicitudes de arbitraje a la Junta Arbitral de Con-
sumo en cuyo ámbito ámbito territorial tenga su domicilio la persona consumidora.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/conocemos-la-situacion-de-retraso-en-la-tramitacion-de-solicitudes-de-arbitraje-y-las-medidas
https://www.boe.es/eli/es/rd/2024/07/23/713/con
https://www.boe.es/eli/es/rd/2024/07/23/713/con
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Desconocemos si las administraciones habrán adoptado las medidas adecuadas para dotar de recursos personales y 
económicos a sus correspondientes juntas arbitrales de consumo ante el crecimiento exponencial de solicitudes que 
tramitarán pues, en otro caso, indudablemente habremos de intervenir para solicitar tales medidas a fin de hacer efectivo 
el derecho de la ciudadanía a una buena administración y a su protección como personas consumidoras. 

...

2.2.7. Sostenibilidad y Medio Ambiente

2.2.7.2.1.1. Actividades sujetas a autorización previa o 
declaración responsable

...

Tras admitir a trámite la queja y requerir el informe varias veces al Ayuntamiento, antes de que lo recibiéramos el propio 
reclamante nos informó de que le habían llamado desde el Ayuntamiento mostrando su preocupación por este asunto 
y haciéndole saber que el dueño de la finca la había cerrado para eventos y le había pedido disculpas por las molestias 
ocasionadas. En este sentido, nos daba las gracias por la solución del problema desde la intervención de esta Institución, 
dado que aunque no se llegó a recabar el informe, sí que impulsamos la intervención municipal para que voluntaria-
mente se produjera el cese de la actividad no autorizada y con ello finalizara la incidencia acústica.

...

2.2.8. Urbanismo y ordenación del 
territorio

2.2.8.1.1. Planeamiento urbanístico
...

En materia de planeamiento no han sido muchas las actuaciones de esta Defensoría, y de las que han sido planteadas 
en el año 2024, destacamos aquellas que reclaman el cumplimiento de los procesos de participación ciudadana y, en 
concreto, la falta de respuesta de la administración en los trámites de consulta ciudadana.

Esta es una de las cuestiones que aparece en las quejas relativas a deficiencias en la tramitación de actos preparatorios 
del procedimiento de elaboración de los instrumentos de planeamiento, ya sean generales o de desarrollo. Tal ha sido 
el caso planteado en la queja 23/5997. 

Asimismo, se denuncian las dificultades para obtener información y participar en modificaciones de planea-
miento, o la falta de respuesta de la administración a las propuestas presentadas o las alegaciones formuladas.

En la queja 24/6761 solicitamos informe al Ayuntamiento de Almuñécar ante la falta de contestación en la tramitación de 
la solicitud de los interesados que habían solicitado la recepción de la urbanización apelando a jurisprudencia existente.

El Ayuntamiento de Almuñécar remitió informe en el que concluía:

“(…) las Entidades Urbanísticas de Conservación establecidas normativamente en el PGOU-87 vigente de Al-
muñécar, y entre ellas la de (...), deben entenderse como entidades urbanísticas colaboradoras, de constitución 
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